
Oficio 220-000162 del 3 de enero de 2017. 

 
Ref.: Distribución de Utilidades.  

  
Me refiero a su escrito enviada a través de la página web de esta entidad y 
radicado con el número de la referencia, mediante el cual manifiesta que ante 

la insistencia de los socios de una compañía en tener los estados financieros 
con corte a 30 de noviembre de 2016, para aprobar y proceder a distribuir 

utilidades, les ha propuesto algunas disyuntivas y finalmente, solicita que se le 
emita una opinión u oficio de la entidad como ente rector que le permita dar 
claridad sobre el tema de la distribución de utilidades.  

 
Sea lo primero manifestar que este Despacho de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, emite los conceptos de carácter general y en 
abstracto a que haya lugar, con motivo de las consultas que le son formuladas 

sobre las materias de su competencia, razón por la cual sus respuestas no 
tienen carácter vinculante ni comprometen su responsabilidad.  

 
No obstante lo expuesto y comoquiera que al parecer la primera inquietud se 

concreta en la posibilidad de efectuar una modificación estatutaria relacionada 
con el cambio de fecha de aprobación de cuentas de fin de ejercicio, a 30 de 
noviembre, esta Oficina se permite transcribir apartes del oficio 220-0068 del 

21 de diciembre de 2016, en el que en respuesta a una consulta similar, 
expresó lo siguiente:  

 
“(…)  
 

Respuesta a la inquietud No 1:  
 

Las sociedades comerciales constituidas de acuerdo con las reglas del Código 
de Comercio, independientemente del tipo societario adoptado, deben señalar 
en sus  

estatutos las fechas en que la compañía debe elaborar sus inventarios y 
balances (artículo 110, numeral 8 del Código de Comercio).  

 
Ahora bien, el inventario y el balance general, tiene que efectuarse 
necesariamente con corte a 31 de diciembre de cada año. En efecto, el artículo 

445 de la legislación mercantil, así lo dispone cuando señala lo siguiente:  
 

“Al fin de cada ejercicio social y por lo menos una vez al año, el treinta y uno 
de diciembre, las sociedades anónimas deberán cortar sus cuentas y producir 
el inventario y el balance general de sus negocios.  

 
El balance se hará conforme a las prescripciones legales y a las normas de 

contabilidad establecidas”  
 
Igualmente, el Decreto 2649 de 1993, en el artículo 9 consagra:  



“El ente económico debe preparar y difundir periódicamente estados 

financieros, durante su existencia.  
Los cortes respectivos deben definirse previamente, de acuerdo con las normas 

legales y en consideración al ciclo de las operaciones.  
 
Por lo menos una vez al año, con corte al 31 de diciembre, el ente económico 

debe emitir estados financieros de propósito general”.  
 

De las precitadas normas se desprende que a la luz del Código de Comercio, 
las sociedades comerciales deben cortar sus cuentas a 31 de diciembre de 
cada año y elaborar el estado financiero respectivo, de suerte que frente a la 

inquietud propuesta, cabría analizar la conveniencia de la decisión que 
pretende adoptarse,….” pues en tal evento, la sociedad necesariamente tendría 

que elaborar un corte de cuentas a 30 de noviembre y otro, que iría entre el 1 
y el 31 de diciembre del mismo año, cada año.  
 

Finalmente y frente a la posibilidad de emitir una opinión u oficio relacionado 
con el marco legal para la distribución de utilidades, es del caso observar que 

son múltiples los pronunciamientos que en torno al tema ha proferido esta 
entidad, los que podrá consultar en la página web de esta Superintendencia, 

en la siguiente dirección: www.supersociedades.gov.co link de consultas; sin 
embargo, se proceden a transcribir apartes del oficio 220-047570 del 30 de 
marzo de 2015, así: (…)  

 
1. Marco normativo en materia de utilidades Sociales.  

  
Para el efecto hay que armonizar en conjunto las disposiciones mercantiles 
como las de carácter contable sobre la materia. De conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 181 del Código de Comercio, el máximo órgano social 
de toda compañía, se debe reunir en sesión ordinaria una vez al año, en la 

época fijada en los estatutos de la misma, con el fin de tratar el temario 
indicado en el Artículo 422 ibídem – considerar las cuentas y balances del 
último ejercicio, resolver sobre la distribución de utilidades.  

 
Así entre las normas sobre relativas a balances y dividendos que consagran los 

artículos 445 y siguientes del Código de Comercio aplicables a las sociedades 
de responsabilidad limitada por disposición del artículo 371 ibídem, los 
artículos 445 y 446, establecen que a más tardar, a 31 de diciembre de cada 

año las sociedades deberán cortar sus cuentas y producir el balance general, 
con el fin de ponerlo a consideración del órgano rector para su aprobación o 

improbación, acompañado entre otros documentos, del proyecto de 
distribución de utilidades repartibles – núm. 2 art. 446 en concordancia con el 
núm. 3 del art. 187 ibídem.  

 
El artículo 450 ibídem, indica que al final de cada ejercicio se producirá el 

estado de Pérdidas y Ganancias... “ Para determinar los resultados definitivos 
de las operaciones realizadas en el respectivo ejercicio..."  
 



A ese propósito el artículo 451 del mismo Código dispone “con sujeción a las 

normas generales sobre distribución de utilidades consagradas en este libro, se 
repartirán entre los accionistas la utilidades aprobadas por la asamblea 

justificadas por balances fidedignos” después de hechas las reservas 
correspondientes, lo que remite entre otros a los artículos 151 y 155, a cuyo 
texto se tiene:.  

 
ARTÍCULO 151. DISTRIBUCIÓN DE UTILIDADES- PROCEDIMIENTO ADICIONAL. 

No podrá distribuirse suma alguna por concepto de utilidades si estas no se 
hallan justificadas por balances reales y fidedignos. Las sumas distribuidas en 
contravención a este artículo no podrán repetirse contra los asociados de 

buena fe; pero no serán repartibles las utilidades de los ejercicios siguientes, 
mientras no se absorba o reponga lo distribuido en dicha forma. Tampoco 

podrán distribuirse utilidades mientras no se hayan enjugado las pérdidas de 
ejercicios anteriores que afecten el capital.  
 

(…)”  
 

ARTÍCULO 155. MAYORÍA PARA LA APROBACIÓN DE DISTRIBUCIÓN DE 
UTILIDADES. Subrogado por el art. 240, Ley 222 de 1995. “Salvo que en los 

estatutos se fijare una mayoría decisoria superior, la distribución de utilidades 
la aprobará la asamblea o junta de socios con el voto favorable de un número 
plural de socios que representen, cuando menos, el 78% de las acciones, 

cuotas o partes de interés representadas en la reunión.  
 

Cuando no se obtenga la mayoría prevista en el inciso anterior, deberá 
distribuirse por los menos el 50% de las utilidades líquidas o del saldo de las 
mismas, si tuviere que enjugar pérdidas de ejercicios anteriores.”  

 
Por su parte el artículo 34 de la ley 222 de 1995, establece que, al finalizar 

cada ejercicio y por lo menos una vez al año el 31 de diciembre, las sociedades 
deberán cortar sus cuentas, preparar y difundir estados financieros de 
propósito general debidamente certificados.  

 
El artículo 46 de la citada ley, consagra que terminado cada ejercicio contable, 

en la oportunidad prevista en la ley o en los estatutos, los administradores 
deberán presentar a la asamblea para su consideración, los siguientes 
documentos:  

 
1. Un informe de gestión.  

2. Los estados financieros de propósito general, junto con sus notas, cortados 
a fin del respectivo ejercicio. Conc.: D.R. 2649/93, art. 21.  
3. Un proyecto de distribución de las utilidades repartibles.  

 
Así mismo presentarán los dictámenes sobre los estados financieros y los 

demás informes emitidos por el revisor fiscal o por contador público 
independiente. Conc: artículos 208, 291, 446 C.de Cio. Ley 222 de 1995, 
artículo 47.  



 

“Estados financieros de propósito general: Son aquellos que se preparan al 
cierre de un período para ser conocidos por usuarios indeterminados, con el 

ánimo principal de satisfacer el interés común del público en evaluar la 
capacidad de un ente económico para generar flujos favorables de fondos. Se 
deben caracterizar por su concisión, claridad, neutralidad y fácil consulta.  

 
Están conformados por los estados financieros básicos y los estados financieros 

consolidados.  
 
Estados financieros básicos  

 
1. El balance general.  

2. El estado de resultados.  
3. El estado de cambios en el patrimonio.  
4. El estado de cambios en la situación financiera.  

5. El estado de flujos de efectivo. Las notas son parte integral de todos y cada 
uno de los estados financieros.  

a  
Los estados financieros deben ser elaborados con fundamento en los libros en 

los cuales se hubiesen asentado los comprobantes.  
 
Los libros deben conformarse y diligenciarse en forma tal que se garantice su 

autenticidad e integridad. Cada libro, de acuerdo con el uso a que se destina, 
debe llevar una numeración sucesiva y continúa.  

 
Las partidas asentadas en los libros de resumen y en aquel donde se asienten 
en orden cronológico las operaciones, deben estar respaldadas en 

comprobantes de contabilidad elaborados previamente (Decreto 2649 de 1993, 
artículo 22)  

 
2. Procedencia de la distribución de utilidades.  

 

De conformidad con las disposiciones invocadas se tiene que si bien es una 
facultad privativa del máximo órgano social, la distribución de las utilidades 

sociales está supeditada al cumplimiento de una serie de formalidades y 
requisitos de carácter imperativo exigibles a todos los tipos, en especial, que 
éstas se hallan justificadas por balances reales y fidedignos, para lo cual se 

parte de la base de que en cumplimiento de lo dispuesto en el numeral 3º del 
artículo 19 del Código de Comercio todo comerciante tiene la obligación de 

llevar contabilidad regular de sus negocios conforme a las prescripciones 
legales, prescripciones que fundamentalmente se encuentran en el Decreto 
2649 de 1993, entre otras. Esto a su turno supone que para ese fin la sociedad 

efectúe el cierre definitivo del ejercicio contable en la oportunidad señalada en 
los estatutos o en la ley y, adicionalmente, que los administradores presenten 

para consideración de la junta de socios o la asamblea general de accionistas 
los documentos e información a que se refieren las normas señaladas, entre 
ellos los estados financieros de propósito general acompañados del proyecto de 



distribución de utilidades repartibles en los términos y bajo las condiciones 

consagradas en el art. 21 del citado Decreto 2649 /93 y demás normas 
concordantes.  

 
A ese respecto hay que poner de relieve las obligaciones que de acuerdo con 
los artículos 34 a 48 de la Ley 222 de 1995 deben seguir los administradores 

en la preparación y presentación de los estados financieros con destino a 
usuarios internos y externos y en particular, el artículo 58 del Decreto 2649 de 

1993, que al efecto señala: “Ajustes: Antes de emitir estados financieros 
deben efectuarse los ajustes necesarios para cumplir la norma técnica de 
asignación, registrar los hechos económicos realizados que no hayan sido 

reconocidos y corregir los asientos que fueron hechos incorrectamente”.  
 

En caso contrario, esto es, si las utilidades no se hallan justificadas por 
balances reales y fidedignos elaborados con sujeción a los requisitos 
señalados, no podrá distribuirse suma alguna por este concepto como 

categóricamente establece el artículo 151 del Código del Comercio tantas 
veces mencionado y, lo reitera el artículo 451 del mismo código, advertencia 

expresa de que las sumas distribuidas en contravención a dicha norma no 
podrán repetirse contra los asociados de buena fe; pero no serán repartibles 

las utilidades de los ejercicios siguientes, mientras no se absorba o reponga lo 
distribuido en dicha forma. Tampoco podrán distribuirse utilidades mientras no 
se hayan enjugado las pérdidas de ejercicios anteriores que afecten el capital.  

 
Acorde con lo anterior, el artículo 200 del Código de Comercio, modificado por 

el artículo 24 de la Ley 222 de 1995, prevé que “Los administradores 
responderán solidaria e ilimitadamente de los perjuicios que por dolo o culpa 
ocasionen a la sociedad, a los socios o a terceros.  

 
(…)  

 
“De igual manera se presumirá la culpa cuando los administradores hayan 
propuesto o ejecutado la decisión sobre distribución de utilidades en 

contravención a lo prescrito en el artículo 151 del Código de Comercio y demás 
normas sobre la materia. En estos casos el administrador responderá por las 

sumas dejadas de repartir o distribuidas en exceso y por los perjuicios a que 
haya lugar. Si el administrador es persona jurídica, la responsabilidad”  
 

3. Conclusiones.  
 

(…) 
  

 Tanto en reunión ordinaria como extraordinaria del máximo órgano 

social convocada con el lleno de las formalidades legales y estatutarias 
a que haya lugar, jurídicamente es viable distribuir las utilidades no 

repartidas de ejercicios anteriores, siempre que la decisión sea 
adoptada con las mayorías legales o estatutarias previstas para el 
efecto (Arts. 182 y 359 del Código de Comercio)  



 

La distribución de utilidades la aprobará la asamblea o junta de socios 
con el voto favorable de un número plural de socios que represente, 

cuando menos, el 78% de las acciones, cuotas o partes de interés 
representadas en la reunión, salvo que en los estatutos sociales se haya 
consagrado una mayoría superior. (Artículo 155 C. Co, subrogado por el 

artículo 240 de la Ley 222 Cit.)  
 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 451 del Código de 
Comercio,las utilidades se repartirán con base en estados financieros 
fidedignos, aprobados por la asamblea. Es a través de los estados 

financieros acompañados de las notas respectivas, que la sociedad da a 
conocer la situación financiera y el resultado de sus operaciones a los 

diferentes usuarios de la información, se presumen auténticos en los 
términos del artículo 39 de la Ley 222 y son la fuente para la toma de 
decisiones. ……”  

 
En los anteriores términos se ha dado contestación a su consulta, no sin antes 

anotarle que los efectos del presente pronunciamiento son los descritos en el 

artículo 28 de la Ley 1755 de 2015.  

 

 


